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Derecho:

Debido proceso, igualdad e igualdad.
ASUNTO
Asume la Sala el estudio de la acción de tutela que promueve el justiciado José Joaquín Monsalve Londoño contra los Juzgados Sexto Penal del Circuito y Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira y Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué respectivamente, para deprecar el amparo de sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad y petición.
ANTECEDENTES

La solicitud de amparo.

Expuso que fue investigado y condenado por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira, junto con los demás integrantes de un grupo denominado ‘banda los viejos’. Agrega que a los co-penados Nubia Carvajalino Mejía,  María Teresa Afanador Rueda, Luis Alfonso Londoño Martínez y Armando Vargas Vásquez, les fue otorgada la libertad condicional por parte del Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, a quien le ha remitido dos peticiones solicitando copia de aquellas decisiones, sin que se le haya enviado respuesta.
Señala que el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué es el encargado de vigilar su sanción y por tanto, le ha solicitado por dos oportunidades el otorgamiento de la libertad condicional, la cual inicialmente le fue negada por el no cumplimiento de las 3/5 partes de la pena, pero luego también se le respondió adversamente arguyendo circunstancias del delito y su personalidad, por lo que interpuso el recurso de apelación, el cual aún no ha sido resuelto por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira.
Por lo anterior, solicita se le protejan sus derechos al debido proceso, a la igualdad y de acceso a la administración de justicia, vulnerados por los despachos judiciales antes mencionados.
La actuación.
Admitida la demanda y comunicada a los jurídicamente interesados, el titular del Juzgado Tercero de Ejecución de Penas de esta ciudad, puso en conocimiento que ante su despacho no se ha formulado petición alguna suscrita por el actor, pero con fundamento en lo informado con ocasión de la acción de tutela procedió a remitir las copias por él solicitadas.
El señor Juez Sexto Penal del Circuito envió copia de la decisión de 19 de octubre pasado, por la cual confirmó el auto que negó el beneficio de libertad condicional a Monsalve Londoño.
En copia certificada vía fax, se conoció que el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué, en proveído del 12 de noviembre, resolvió conceder a José Joaquín Monsalve la libertad por pena cumplida, a partir del lunes 15 siguiente.

CONSIDERACIONES

1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los presupuestos trazados por los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
2. Problema jurídico planteado:

Se cuestiona por esta vía las actuaciones de los Jueces Sexto Penal del Circuito y Tercero y Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, los dos primeros de Pereira y el último de Ibagué, al decidir en sentido adverso las pretensiones del sentenciado José Joaquín Monsalve Londoño, a su libertad condicional con lo cual considera vulnerados sus derechos fundamentales antes referidos, por lo que el Tribunal debe valorar si en efecto ha existido esa afectación y en caso afirmativo disponer los correctivos a que haya lugar.
SOLUCIÓN

Tal como lo ha expuesto el señor Monsalve Londoño, el mismo fue condenado con otras cuatro personas, en favor de quienes el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, les otorgó su libertad condicional, por lo que se vulnera su derecho a la igualdad. Así mismo señala que ha solicitado copia de estas decisiones y no ha obtenido respuesta.
Como bien se conoció, el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué, mediante proveído fechado el 12 de noviembre pasado, luego de reconocer una redención de sanción en favor de Monsalve Londoño, resolvió concederle la libertad definitiva, por pena cumplida.
Con lo anterior, encontramos que la situación planteada a través del libelo queda superada, porque precisamente los hechos que han servido de fundamento para alegar la vulneración de sus derechos fundamentales, estriban en la no concesión de su libertad, así sea condicional, pero ya liberado en forma definitiva, el hecho en discusión ha desaparecido por la decisión judicial subsiguiente.
Como ya se ordenó dejarlo en libertad, pierde objeto continuar con la acción de tutela, pues el hecho que se demanda queda superado por el cumplimiento de la pena que le fuera impuesta.

Al respecto la jurisprudencia ha señalado:

“2.1 Imposibilidad para tomar decisión de fondo por carencia actual de objeto.

 

“5. El hecho superado ha sido definido por esta Corporación de la siguiente forma: 

 

“La Corte entiende por hecho superado cuando durante el trámite de la acción de tutela o de su revisión en esta Corte, sobreviene la ocurrencia de hechos que demuestren que la vulneración de los derechos fundamentales, en principio informada a través de la instauración de la acción de tutela, ha dejado de ocurrir”.  

“En concordancia con lo anterior, la Corte Constitucional ha enumerado algunos requisitos que se deben examinar en cada caso concreto, con el fin de confirmar si efectivamente se está frente a la existencia de un hecho superado, a saber:

“1.   Que con anterioridad a la interposición de la acción exista un hecho o se carezca de una determinada prestación que viole o amenace violar un derecho fundamental del accionante o de aquél en cuyo favor se actúa.

2.   Que durante el trámite de la acción de tutela el hecho que dio origen a la acción que generó la vulneración o amenaza haya cesado. 

“3.   Si lo que se pretende por medio de la acción de tutela es el suministro de una prestación y, dentro del trámite de dicha acción se satisface ésta, también se puede considerar que existe un hecho superado”. 
  
Atendido este desarrollo jurisprudencial, aprecia la Colegiatura que la actuación judicial que genera la inocuidad de la tutela se produce luego de interpuesta la demanda, pero además, preciso es significar que frente a la posible afectación de los derechos a un debido proceso o de igualdad ante la negativa del otorgamiento de la libertad condicional, tenemos que cada decisión hace parte de la autonomía que le es propia al juez, quien en sus providencias solo está sometido al imperio de la constitución y la ley, en tanto que no incurra en una vía de hecho.
Aunque el actor acusó la falta de pronunciamiento del Juez Sexto Penal del Circuito de Pereira como funcionario de segunda instancia, este cumplió con su deber de adoptar su proveído en fecha 19 de octubre del año en curso, confirmando lo resuelto por el a quo.
Los proveídos cuestionados mediante esta acción constitucional, corresponden a apreciaciones de orden subjetivo emitidas por los operados judiciales con base en criterios objetivos dentro del ámbito de sus competencias, con ocasión de valorar la personalidad del sentenciado, aspecto que se reitera, no puede ser removido por el juez constitucional, porque se invadiría la órbita de sus funciones.
De la misma forma esta Colegiatura aprecia que el posible quebranto del derecho de petición fue satisfecho, porque según lo hizo saber el señor Juez Tercero de Ejecución de Penas de Pereira, al enterarse de los escritos dirigidos a su despacho por el ciudadano Monsalve Londoño, al momento de notificársele esta acción, procedió a remitirle las copias por él solicitadas mediante oficio del 3 de noviembre último.
Frente al hecho superado, indicó la jurisprudencia:

“5.1.Esta Corporación
 ha dicho que cuando el hecho que originó la presentación de la acción de amparo se ha superado y/o no existe objeto jurídico a proteger, se presenta la figura de carencia actual de objeto, la cual puede darse por un hecho superado o por daño consumado.

“En el primero de los casos el fenómeno se presenta cuando la acción de tutela que busca proteger un derecho fundamental evitando que con una acción u omisión genere una vulneración, pierde eficacia cuando ese supuesto hecho generador desaparece, conjurando de esta forma el perjuicio y, en consecuencia, la intervención  del juez constitucional se hace inocua. Por cuanto la vulneración o amenaza cesa.

“Es decir, la solicitud presentada en la acción de tutela antes que exista pronunciamiento por parte del juez ha sido resuelta, al respecto la jurisprudencia ha dicho que “no tendría sentido cualquier orden que pudiera proferir esta Corte con el fin de amparar los derechos del accionante, pues en el evento de adoptarse ésta, caería en el vacío por sustracción de materia.”

“Esta situación se presenta siempre y cuando se hubiera producido la reparación del derecho, antes del momento del pronunciamiento de tutela.

“Contrario sucede con  el evento del la carencia actual del objeto, por daño consumado, “situación el la cual supone que no se reparó la vulneración del derecho, sino por el contrario, a raíz de su falta de garantía se ha ocasionado el daño que se buscaba evitar con la orden del juez de tutela.”

“En este evento se hace necesario un pronunciamiento por parte del juez constitucional, con el fin de terminar el alcance del derecho fundamental del cual se había solicitado el amparo, así como de informar sobre las acciones idóneas para buscar la reparación del daño a quienes tengan interés en ello, de igual forma le asiste la obligación al juez de compulsar copias para su investigación”. 
 
Así que la Corporación advera la existencia del fenómeno jurídico de ‘hecho superado’, sin que haya existido el ‘daño consumado’ a un derecho fundamental, ante lo cual como lo impone la jurisprudencia, debe declararse la improcedencia de la acción.
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE:

Primero: Declarar improcedente la acción de tutela invocada por José Joaquín Monsalve Londoño, al comprobarse un hecho superado.
Segundo: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO                  JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado









 Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
   JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES
Magistrado
 


   Secretario
� Sala Tercera de Revisión, Sentencia T-481/10 de 16 de junio de 2010, M.P. Juan Carlos Henao Pérez.


� Ver sentencia T-612 de 2009.


� Ver sentencias T – 695 de 2009, T-634 de 2009, T-612 de 2009, T-170 de 2009, T-167  de 2009, T-309 de 2006 entre otras.


� Ver sentencia T-612 de 2009.


� Sala Quinta de Revisión, Sentencia T-469 de 10 de junio de 2010, M.P. Jorge Iván Palacio Palacio.
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